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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria al de reposición por parte del defensor de la interna LUZ DARY GARCÍA, contra el auto interlocutorio proferido el veintisiete (27) de julio del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual mantuvo la redosificación de pena hecha a la sentenciada, en aplicación del principio de favorabilidad.
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de instancia, tuvo en cuenta para motivar su decisión, el contenido de la sentencia T-091 de 2006, en la cual se fijaron los límites de movilidad cuando se trataba de aplicar por favorabilidad la rebaja contenida en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, para lo cual, se había señalado que el allanamiento en la audiencia de formulación de imputación ameritaba un descuento de una tercera (1/3) parte, hasta la mitad de la pena. Como en tal decisión, se sostuvo que en realidad era equivalente tal figura con la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada existente en la anterior legislación (Ley 600 de 2000), procedió a realizar una rebaja del 34% de la pena, porcentaje del que dijo, de todas maneras se encontraba entre una tercera (1/3) parte y la mitad (1/2) de la pena. Así, al haberse tasado originalmente en el Juzgado del Conocimiento, la pena en 25 años de prisión, ahora, disminuyó 102 meses días, de tal manera que la pena definitiva quedó en 16 años y  6 meses de prisión.
3.-  RECURSO horizontal
El profesional que vela por los intereses de la interna, hizo una descripción del proceso de dosificación punitiva efectuado en el caso de su prohijada, a cuyo término luego de la disminución de la tercera parte, por el acogimiento a la sentencia anticipada, rebajó la tercera parte, de tal suerte que en esa ocasión la pena impuesta fue de 16 años y 8 meses de prisión. Trae también a colación algunos apartes de la sentencia T-091 de 2006 e incluso de este mismo Tribunal para solicitar que a su defendida se le rebaje la mitad de la pena, luego de lo cual en su criterio, la misma deberá ser de 8 años y 4 meses de prisión.

4.- PRONUNCIAMIENTO 
Al desatar el recurso de reposición, el Juzgado de primer  grado, se negó a reponer la providencia apelada toda vez que en su concepto se respetaron los parámetros que se deben tener en cuenta al momento de redosificar la pena, de conformidad con la sentencia T-091 de 2006.
5.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar la apelación interpuesta de manera subsidiaria frente al auto proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en virtud de ser esta Sala superior funcional del referido despacho.

Debe mencionarse ab initio, que el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad sigue solucionando el asunto de redosificación punitiva por aplicación del principio de favorabilidad, aplicando una reducción que es casi insignificante, al punto que ni siquiera alcanza a representar un uno (1%) de la pena impuesta; no obstante que por parte de esta Sala en innumerables ocasiones se han señalado los derroteros a seguir en este tipo de eventos, donde se deben examinar las circunstancias que rodearon la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada para determinar el mayor o menor desgaste de la Administración de Justicia originado en la actitud procesal del sentenciado. 
Es en ese sentido comprensible la crítica que contiene el recurso, con mayor razón cuando se echa de menos en el auto apelado una motivación adecuada para sostener la tesis contraria a la que ha expuesto el Tribunal. Se trata de una decisión muy similar a las proferidas con  anterioridad, donde brilla por su ausencia un contenido argumentativo que indique que se realizó un minucioso estudio del tema en aras de brindar la solución pedida, referida con la concesión del descuento punitivo pedido en aplicación del principio de favorabilidad.
Aclarado lo anterior, procede la Sala al análisis de fondo que corresponde. En esa dirección y para establecer cuál es el descuento punitivo que ahora se puede otorgar, es imperativo mencionar que un análisis de la situación de la señora GARCÍA, indica que producida la muerte de su compañero el once (11) de octubre de 2004, de inmediato se produjo su aprehensión. La indagatoria fue rendida el día siguiente, doce (12) de octubre, diligencia durante la cual mostró amenidad frente al hecho investigado, dado que adujo no acordarse de nada de lo ocurrido en esa ocasión. La resolución jurídica fue resuelta el día diecinueve (19) de octubre y se siguieron practicando medios probatorios, incluso valoración siquiátrica a la procesada por parte del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses. El día veinticuatro (24) de enero de 2005, se realizó diligencia de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada.

A simple vista se aprecia que la actitud procesal de la sentenciada, así al principio haya mostrado desconocimiento de los hechos por los cuales se le investigaba, estuvo encaminada a evitar un desgaste innecesario de la Administración de Justicia, dado que aceptó ser la responsable de la muerte de su esposo. Así las cosas, en aplicación de la premisa sentada por la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06, según la cual “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”, estima consecuente esta Sala -tal y como se ha reiterado en numerosas decisiones recientes- conceder un descuento adicional a aquél que se le había reconocido en la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Riosucio (Cds.), de tal manera que la rebaja total será de un treinta y siete (37%) por ciento.
No se puede acceder a una rebaja de la mitad de la pena, por cuanto fue considerable el lapso transcurrido entre el momento en que rindió su versión no jurada, dentro de la cual por demás, ningún aporte hizo a la investigación y por el contrario, fue necesario practicar varios medios de convicción antes de que la señora procesada se acogiera a la sentencia anticipada. Por demás, aún hoy, al aplicarse las normas de la Ley 906 de 2004, dentro de las cuales se encuentra el artículo 351 que consagra una rebaja de hasta la mitad por el allanamiento a los cargos, en criterio de la Corte Suprema de Justicia cuando se ha producido la captura en flagrancia no es factible que se otorgue ese mitad de la rebaja de pena.
  
Como el señor Juez del conocimiento tasó la pena en 300 meses de prisión, al aplicarle un descuento del 37% (no se trata del casi 1% concedido en la primera instancia, sino de una cantidad próxima al 4%), ser obtiene una rebaja punitiva de 111 meses de prisión.

Una vez establecido el monto de la cantidad de pena a disminuir, debe aplicarse lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, en cuanto señala que: “La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiere imponerse.”
  
Así las cosas, debe tenerse cuenta que la pena originalmente aplicada a la procesada fue de dieciséis años (16) años y ocho (8) meses de prisión, luego de haberse deducido la tercera (1/3) parte a los veinticinco (25) años que tenía como sanción mínima el homicidio agravado. Significa lo anterior que en aquella ocasión se le disminuyeron cien (100) meses y, por tanto, los once (11) meses adicionales que ahora se le conceden deberán abonarse como pena cumplida
, previa aclaración en el sentido que la pena que descuenta la reclusa debe ser la misma que originalmente le impuso el Juzgado del Conocimiento.
6.- DECISIÓN  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, RESUELVE:
Primero: SE CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación, pero SE MODIFICA de la siguiente manera:

Segundo: Se RECONOCE a la señora LUZ DARY GARCÍA un descuento punitivo adicional al otorgado al acogerse a sentencia anticipada, de tal manera que la rebaja punitiva será del orden de un treinta y siete (37%) por ciento, de conformidad con el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2005. Por este concepto, la procesada accede a un nuevo descuento punitivo de once (11) meses de prisión, los que en virtud de lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, deberán ser abonados como PENA CUMPLIDA por parte de  la señora GARCÍA.

Tercero: DECLARAR que la pena que debe seguir descontando la señora GARCÍA, es la que inicialmente le impuso el Juzgado Penal del Circuito de Riosucio (Cds.) es decir, DIECISÉIS (16) AÑOS Y OCHO (8) MESES DE PRISIÓN. Por igual lapso será la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
             JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
Magistrado





    Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


    CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Magistrado




             Secretaria 
� Cfr Sentencia de casación del 29-06-2006, Radicación 25.074, M.P. Jorge Luis Quintero Milanés.


� El mismo contenido normativo es reproducido en el artículo 472 de la Ley 906 de 2004.


� Cfr, auto de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 M. P. Dra. Marina Pulido de Barón.
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